La política migratoria de la Unión Europea en el Mediterráneo ante la Corte Penal Internacional:

 ¿Una política premeditada para impedir a las personas huir a sabiendas de sus muertes, desapariciones o torturas?
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  Hace años que venimos hablando de la responsabilidad de la UE por su política de disuasión y contención migratoria en el Mediterráneo. No solo se ha insistido en su responsabilidad política y moral, algunos hemos presentado también la posible responsabilidad por hecho internacionalmente ilícito de la UE y sus estados debido a la colaboración necesaria en la comisión de ilícito internacional por parte de un Estado tercero (léase, por ejemplo, Libia).

Como es sabido el Derecho internacional de los refugiados incluye el derecho de toda persona a solicitar asilo y a no ser devuelta a un país donde su vida o libertad están en grave riesgo (no-rechazo, non-refoulement). Sin embargo, la política europea de disuasión y contención se ha volcado en externalizar el control de la frontera externa de la UE sin mostrar reparos en bordear –quizá transgredir- el Derecho internacional de los refugiados, el Derecho internacional de los derechos humanos y el Derecho internacional humanitario. ¿Cómo lo habría hecho? Toda vez que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Asunto Hirsi Jamaa y otros, 2012)  ya alertó a los estados europeos sobre sus obligaciones en alta mar (no solo en tierra firme, frontera terrestre,  marítima o aérea, sino también en alta mar); la UE se ha centrado en ayudar a estados no europeos para que –en su caso- ellos cometan los hipotéticos ilícitos internacionales (contra el Derecho de refugiados, el Derecho internacional de los derechos humanos o el derecho internacional humanitario). Es decir, la UE y sus estados prestan la ayuda necesaria a terceros países para que las personas no salgan de las costas del Mediterráneo sur y, si lo hacen, sean devueltas a ellas. Dicha ayuda estaría siendo absolutamente imprescindible para que otros -presuntamente- cometan ilícitos internacionales: i.e., formar y equipar a las patrulleras libias, prestarles apoyo económico, técnico, tecnológico; avisar a través de sofisticados sistemas europeos sobre la ubicación de las embarcaciones que abandonaban las costas africanas y, todo ello, con el fin de que la detención de las embarcaciones y, posteriormente, de las personas corriera a cargo de funcionarios o milicianos de países terceros y, por ello, no hubiera actos directos imputables a los estados europeos. Actos como las detenciones en los campamentos donde han tenido lugar múltiples delitos contra la población, como la esclavitud, las torturas y los asesinatos. De este modo, los estados europeos se estarían lavando las manos como Poncio Pilato.
Guy Goodwin-Gill (2011) hace tiempo ya mantuvo que la UE parece haber modificado tanto su filosofía en materia de derechos humanos como para dar por buena la otra hora denostada política de la Unión Soviética que negaba a los suyos el derecho a dejar el país propio haciendo caso omiso del artículo 13,2 la DUDH de 1948. Ahora, a mayor abundamiento, la denominada política de disuasión y contención de los estados e instituciones europeas parece estar decidida a que las personas, cualquiera que sea su nacionalidad o circunstancias, no pongan un pie en espacio territorial alguno que pueda quedar bajo la jurisdicción de un Estado europeo a sabiendas de que al hacerlo los condenan a los campos de tortura o la trata o a la esclavitud en Libia (por ejemplo).
Y creo que esta expresión -a sabiendas – ha sido clave para que ayer, 3 de junio de 2019, dos abogados internacionalistas presentaran a la Fiscal de la Corte Penal Internacional (CPI) un documento de 243 páginas sobre la posible responsabilidad penal internacional de los dirigentes y funcionarios de la UE y de sus estados miembros por dicha política de disuasión y contención migratoria en el Mediterráneo. Hablar de responsabilidad penal internacional son palabras mayores: ya no estaríamos ante la responsabilidad internacional por hecho ilícito a la que refería en párrafos anteriores, sino ante la presunta comisión de crímenes internacionales de lesa humanidad. La CPI se creó para sancionar a individuos, cualquiera que sea su cargo, por la comisión de los crímenes más odiosos que el ser humano ha sido capaz de idear y cometer (genocidio, crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad); eso sí, solo si lo estados responsables de juzgarlos no quieren o no pueden hacerlo (subsidiariedad de la CPI). La comisión de un crimen internacional, requiere conocimiento e intencionalidad. 

¿Qué va a suceder ahora? La mayoría de los especialistas opinan que la causa no prosperará. Sin embargo, ayer, 3 de junio de 2019, todos los grandes diarios de la comunidad internacional se hacían eco de la noticia.  Según informan todos ellos, la Fiscal, Fatou Bensouda, ha prometido estudiar el caso. Por tanto, aunque finalmente no prosperara la causa, estamos ante una buena noticia: especialmente para las víctimas; personas muertas por ahogamiento, personas sometidas a tortura, esclavitud o detenciones ilegales, personas supervivientes de la tragedia y la inhumanidad y los familiares de todas ellas.
¿De qué se acusa a los responsables y funcionarios de la UE y sus estados miembros? El artículo 7 del Estatuto de la CPI (Estatuto de Roma) define los crímenes de lesa humanidad como: 
“cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: a) Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de población; e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional; f) Tortura; g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable; h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte; i) Desaparición forzada de personas; j) El crimen de apartheid; k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física.”

En el escrito presentado a la Fiscal, se manifiesta que se han cometido crímenes de lesa humanidad constituyendo “un ataque generalizado y organizado contra personas que necesitan protección internacional, en su momento más vulnerable”.
De acuerdo con el documento, el primer crimen a ser investigado habría de ser la decisión de terminar con la operación de rescate Mare Nostrum al final de 2014. Una operación que había rescatado en un año a 150,810 personas en el Mediterráneo. Fue substituida por la operación Tritón, no obstante, esta última tenía la misión de patrullar solo las aguas europeas mientras que Mare Nostrum lo hacía en la linde de las aguas libias donde se producían la mayoria de los naufragios. A partir de entonces las muertes aumentaron (de 3,200 en 2014 a 5,100 en 2016, según la OIM) Entre enero de 2014 y julio de 2017, más de 14.500 personas perdieron la vida o desaparecieron cuando intentaban llegar a Europa. La estrategia de disuasión no había funcionado y esto provocó que, en 2015, la UE expulsara a la mayoría de las ONG que rescataban a las personas en el mar y aumentara la cooperación con la Guardia Costera Libia.
Desde 2017 las migraciones desde el Mediterráneo sur al Mediterráneo norte comienzan a descender: Frontex informa que los cuatro primeros meses de 2019, la migración hacia Europa ha disminuido un 27% con respecto a esos cuatro meses en 2018. ¿A qué precio? Para saberlo es preciso leer los testimonies directos recogidos en el escrito de acusación. Según dichos testimonios, muchas de las personas están en prision, vendidas, esclavizadas en algún lugar de Libia o en otros países.
¿A quien se acusa? La solicitud presentada ante la CPI alega que los funcionarios de la Unión Europea y de los estados miembros son a sabiendas responsables de las muertes de migrantes en tierra y en el mar, así como culpables de las violaciones y torturas de migrantes cometidas por miembros de la guardia costera libia, que se financia y capacita a expensas de los contribuyentes europeos. La acusación no menciona a ningún funcionario específico de la UE o los estados, dejando que sea la propia Fiscalía quien investigue los nombres de las personas que podrían ser responsables.  Sin embargo, el documento cita declaraciones de dirigentes europeos que reconocieron la comisión de crímenes en esos campos de detención. Según refiere el Washington Post, el documento menciona que en 2014, un cable diplomático recibido por Angela Merkel desde Níger señaló que en los centros se producen "ejecuciones, tortura, violaciones, chantaje y abandono en el desierto (…) las más graves y sistemáticas violaciones a los derechos humanos." El presidente francés, Emmanuel Macron, afirmó después que esos actos constituían "un crimen de lesa humanidad". En 2017, el presidente de la Unión Africana, Alpha Conde, instó a "establecer responsabilidades (...) en Libia no hay gobierno, por lo que la UE no puede pedir a ese país que detenga a los refugiados (...) están en condiciones horribles... la UE es responsable".
Mientras tanto, se dispone todo para la celebración del próximo Consejo Europeo de 20-21 de junio y los papeles preparatorios del mismo siguen apostando por el reforzamiento en la externalización del control de frontera a través del partenariado a medida con los diferentes países africanos y de otras regiones. Por otra parte, dentro de la UE, la preocupación recurrente consiste en encontrar fórmulas que impidan los llamados movimientos secundarios de refugiados o solicitantes de asilo. No parece –al menos hasta ayer- que las presuntas responsabilidades en violaciones de derechos humanos o incluso la participación en crímenes de lesa humanidad estén dentro de la agenda del próximo Consejo Europeo. Hannah Arendt nos hablaría hoy, también, de la banalidad del mal.
CristinaGortázarR,  Universidad Pontificia Comillas, 4 junio 2019.
 � Responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos (AG/56/83)


Artículo 16: Ayuda o asistencia en la comisión del hecho internacionalmente ilícito “El Estado que presta ayuda o asistencia a otro Estado en la comisión por este último de un hecho internacionalmente ilícito es responsable internacionalmente por prestar esa ayuda o asistencia si: a) Lo hace conociendo las circunstancias del hecho internacionalmente ilícito; y b) El hecho sería internacionalmente ilícito si fuese cometido por el Estado que presta la ayuda o asistencia.”  








